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Bogotá DC, 10 de diciembre de 2020 
 
 
Doctor 
GERMÁN ALCIDES BLANCO ALVAREZ 
PRESIDENTE 
Cámara de Representantes 
Congreso de la República 
 
Asunto: Informe de Subcomisión de estudio proposiciones al Proyecto de Ley 

409 Cámara y 234 Senado “por la cual se expide el Código Electoral 
Colombiano y se dictan otras disposiciones”. 

 
 
Apreciado Presidente, 
 
De manera atenta, nos permitimos remitir a su Despacho, el Informe de Subcomisión 
de estudio proposiciones al Proyecto de Ley 409 Cámara y 234 Senado “Por la cual 
se expide el Código Electoral Colombiano y se dictan otras disposiciones”. 
 
En la Plenaria de la Cámara de Representantes, se designó una Subcomisión 
integrada por los siguientes Congresistas: 

  
- Honorable Representante Alejandro Vega Pérez 
- Honorable Representante Julio Cesar Triana  
- Honorable Representante Oscar Sanchez 
- Honorable Representante Buenaventura León 
- Honorable Representante Jorge Burgos 
- Honorable Representante Franklin Lozano 
- Honorable Representante Jennifer Arias 
- Honorable Representante Buenaventura León 
- Honorable Representante Juanita Goebertus 
- Honorable Representante Germán Navas 

 
 
Se establece la siguiente metodología: para los artículos pendientes de votación por 
la Plenaria de la Cámara de Representantes sobre el proyecto en mención, se realizó 
el respectivo estudio de las proposiciones radicadas y se estableció la recomendación 
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por parte de la subcomisión sobre algunos artículos, además de una proposición 
sustitutiva donde se acogen algunas de las modificaciones de los Honorables 
Congresistas. 
 
Se presenta a continuación el informe de proposiciones de la subcomisión en los 
siguientes términos: 
 

1. Artículos con proposición de eliminación acogida: 
 
Artículo 12 
Artículo 24 
Artículo 107 
Artículo 259 
Artículo 260 
Artículo 270 
 

2. Artículos que se propone votar como vienen en la ponencia por no acogerse 
las proposiciones presentadas: 

 
5 6 8 11 

13 33 35 38 
41 42 44 45 
46 50 51 52 
53 54 56 57 
58 62 63 70 
79 84 90 92 
94 95 116 117 

118 120 129 131 
133 134 141 145 
146 160 161 163 
165 167 170 178 
182 184 186 198 
207 214 218 237 
238 262 263  
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3. Artículos con proposiciones avaladas con modificaciones acogidas en la 
proposición sustitutiva que se proponen votar son: 

 
3 4 7 10 

14 23 30  
39 48 52 55 
60 65 71 72 
73 76 80 82 
83 93 102 103 

104 105 123 124 
128 132 147 159 
166 167 168 171 
173 183 185 206 
220 223 224 227 
254 255  265 
267 272   
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4. Artículos con los que no se logró consenso sobre las proposiciones 
presentadas y se propone discutir en la plenaria de acuerdo al siguiente 
orden: 

 
Artículo	Principal	 	 Artículos	Afectados-Relacionados	

Delegados	
Secciones	 29	

	 15	 Conformación	 Num	3	

	 23	 Funciones	del	RNEC	 Num	3	

	 26	 Funciones	del	Regis	Distritales	 Num	2	

	 28	 Funciones	del	Regis	Departamentales	 Num	2	

	 31	 Funciones	del	Regis	Especial	y	Municipales	 Num	2	-	Literal	e,	f	

	 32	 Funciones	del	Regis	Auxiliares	 Num	2	-	Literal	e,	f	

	 36	 Funciones	Delegados	de	Puesto	 Num	7	

	 74	 Autoridades	Competentes	 Num	2,	3	

	 89	 Rechazo	de	Inscripciones	 Parágrafo	

	 131	 Exención	del	carácter	de	los	jurados	de	votación	 Num	7	
	  

 
   

Artículo	Principal	 	 Artículos	Afectados-Relacionados	
Modalidades	

Voto	Anticipado	 158	 	 159	 Instrumentos	de	Votación	 Parágrafo	3	

	 162	 Voto	Anticipado	 		
	  

 
   

Artículo	Principal	 	 Artículos	Afectados-Relacionados	

Modalidades	
Voto	Electrónico	

Mixto	
158	

	 129	 Funciones	Jurados	de	Votación	 Num	2,	15	

	 186	 Causales	de	Reclamación	ante	Jurados	de	Votación	 Num	3	

	 207	 Causales	de	Reclamación	ante	Comisiones	Escrutadoras	 Num	6	

	 243	 Definición	Sistemas	de	Asistencia	Tecnológica	 		
	 244	 Medios	tecnológicos	para	la	votación	 	

	
245	 Progresividad	 Proposición	de	

eliminación.	
	 	 	 246	 Comisión	Asesora	 	

 
Otros	artículos	para	discusión	

Transporte	Jornada	Electoral	 172	
Facultades	Registrador	Nacional	 17	
De	los	registradores	distritales	 25	
Identificación	y	autenticación	por	medios	digitales	 47	
Póliza	de	seriedad	 77	
Modalidades	de	Póliza	de	seriedad	 78	
Inclusión	de	la	comunidad	diversa	LGBTI	 85	
Identificación	biométrica	de	electores.	 164	
Mecanismos	de	contigencia	 247	
Seguridad	nacional	y	protección	del	proceso	electoral	 248	
Plan	de	auditoría	 251	
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Facultades	de	los	auditores	de	sistemas	 252	
Procesos	de	colaboración	con	terceros	 261	
Profesionalización	 273	
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PROPOSICIÓN SUSTITUTIVA 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA PROYECTO DE LEY  
No. 409 CÁMARA Y No. 234 SENADO 

 
“POR LA CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO ELECTORAL COLOMBIANO Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 
 
De acuerdo con lo señalado en el informe de análisis de las proposiciones presentado, 
los Congresistas firmantes proponen a la honorable Plenaria de la Cámara de 
Representantes votar los artículos con las modificaciones que se señalan a 
continuación: 
 
 
ARTÍCULO 3: Del concepto de ciudadanía electoral. La ciudadanía electoral es la 
calidad que habilita a los nacionales colombianos para ejercer los derechos políticos 
y contraer deberes. La ciudadanía electoral se adquiere al cumplir los dieciocho (18) 
años de edad y faculta para ejercer el derecho al voto. 
 
La ciudadanía juvenil habilita a los jóvenes colombianos a partir de los catorce (14) 
años de edad para votar en las elecciones que la ley disponga para la conformación 
del Consejo Nacional de Juventud, los Consejos Departamentales de Juventud y a los 
Consejos Distritales, Municipales y Locales de Juventud. 
 
ARTÍCULO 4. Principios de la función electoral en los procesos electorales. Al 
interpretar las disposiciones de la presente ley, se tendrán en cuenta, además de los 
principios constitucionales que rigen las actuaciones administrativas, los siguientes 
principios de orden electoral: 
 
1. Participación democrática. La Organización Electoral promoverá la participación 
democrática desde sus ámbitos universal y expansivo, con el fin de garantizar los 
derechos políticos, en especial, los de las minorías y la oposición. El control ciudadano 
al ejercicio del poder político y público es fundamental en todas las etapas del proceso 
electoral. 
 
2. Capacidad electoral. Toda persona hábil para votar puede elegir y ser elegida 
siempre y cuando no existan norma expresa o sentencia judicial que limiten su 
derecho. 
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3. Interpretación restrictiva. Las disposiciones jurídicas que afectan o limitan el 
ejercicio del derecho a elegir y ser elegido son de interpretación restringida y taxativa, 
por lo tanto, no se aplicarán de manera extensiva o analógica. 
 
4. Pro persona o Pro homine. Impone aquella interpretación de las normas jurídicas 
que sea más favorable a la persona y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella 
interpretación que propenda al respeto de los derechos civiles y políticos. Este 
principio se aplicará cuando se cuestione la legalidad del acto que declara una 
elección o resultado por causales subjetivas de nulidad electoral. 
 
5. Pro electorado o Pro electoratem. Impone que, en casos específicos, el acto 
electoral antes que favorecer exclusivamente el derecho del elegido, opere su 
interpretación en favor del derecho del elector. Este principio se aplicará cuando se 
cuestione la legalidad del acto que declara una elección o resultado por causales 
objetivas de nulidad electoral. 
 
6. Pro sufragio o Pro sufragium. Faculta a la Organización Electoral para tomar 
decisiones en materia electoral donde se proteja y prima la salvaguardia del derecho 
al voto, la verdad electoral y la participación ciudadana. 
 
7. Universalidad del voto. El Estado garantizará a todos los colombianos, habilitados 
para votar, su ejercicio en condiciones de igualdad y accesibilidad. 
 
Los extranjeros residentes en Colombia votarán en las mismas condiciones de 
igualdad y accesibilidad, y solo para las elecciones previstas en la ley 
 
8. Preclusividad. Los actos y decisiones proferidos por las comisiones escrutadoras 
gozarán de preclusividad. En consecuencia, solo podrán ser revisados por el Consejo 
Nacional Electoral con el fin de encontrar la verdad electoral, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 237 y 265 de la Constitución Política. 
 
9. Celeridad. El proceso electoral se adelantará con diligencia dentro de los términos 
legales, sin dilaciones injustificadas y con el uso de las tecnologías de la información 
y de las comunicaciones, que garantice, por una parte, rapidez en cada una de sus 
etapas y, por otra, el debido proceso electoral. 
 
10. Verdad electoral. Las autoridades electorales deberán garantizar que los 
resultados de las votaciones reflejen, de manera fidedigna, la voluntad popular 
manifestada en las urnas. 
 
11. Secreto del voto. Las autoridades garantizarán que el votante ejerza su derecho 
libremente y sin revelar su preferencia. El deber de guardar el secreto del voto se 
extiende a los casos de voto con acompañante. 
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12. Publicidad. El proceso electoral es público en todas sus etapas. Los ciudadanos 
podrán solicitar información y documentos a la Organización Electoral. 
 
13. Transparencia. Toda la información relativa a cada una de las etapas del proceso 
electoral se presume pública salvo reserva legal. La Organización Electoral deberá 
permitir y facilitar, en todo momento, el acceso a la información de la manera más 
amplia posible de conformidad con los medios, procedimientos y requisitos 
establecidos en la ley.  
 
14. Planeación electoral. La Organización Electoral deberá observar las etapas de 
formulación, aprobación, ejecución y seguimiento de las actividades, cronogramas y 
planes necesarios, para garantizar el desarrollo de los eventos electorales con plenas 
garantías; salvaguardando, según la normativa vigente, la seguridad nacional y el 
manejo de datos. 
 
15. Eficacia del voto. Al resolver los conflictos electorales, las autoridades preferirán 
la interpretación que reconozca la validez del voto legalmente emitido. 
 
16. Responsabilidad ambiental. Todos los involucrados en el proceso electoral 
ejercerán sus derechos y cumplirán sus deberes procurando el menor impacto en el 
medio ambiente. 
 
17. Neutralidad tecnológica. La Organización Electoral deberá emplear sistemas 
tecnológicos que se ajusten a las condiciones y necesidades del proceso 
electoral y que respondan a criterios de seguridad, idoneidad y transparencia. 
 
18. Inviolabilidad de los datos sensibles. Las autoridades electorales y los 
particulares que participan en el desarrollo del proceso electoral deberán garantizar el 
adecuado tratamiento, la confidencialidad y la seguridad de los datos sensibles de los 
participantes en los eventos electorales, de conformidad con lo establecido en la Ley. 
 
19. No discriminación. La participación política de toda persona es un derecho 
reconocido en una sociedad democrática, representativa, participativa e inclusiva, que 
se garantizará de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, la ley y los 
tratados internacionales ratificados por Colombia, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, etnia, sexo, género, orientación sexual e identidad de género, edad, 
religión, credo, discapacidad u otra condición económica entre los ciudadanos. 
 
20. Equidad de género. La participación política de toda persona es un derecho 
reconocido en una sociedad democrática, representativa, participativa e inclusiva, y 
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amparado por los principios de igualdad y no discriminación. En la participación 
política deberán primar las acciones afirmativas que garanticen la equidad de género, 
según lo previsto en la Constitución. Política, las normas especiales electorales y en 
los tratados internacionales. 
 
21. Imparcialidad. Las autoridades públicas, los particulares que ejercen funciones 
electorales y los servidores de la Organización Electoral procederán en sus 
actuaciones sin inclinaciones a favor o en contra de los candidatos u opciones políticas 
que participen en los procesos electorales. 
 
22. Inviolabilidad y seguridad del voto. Nadie podrá ser juzgado, perseguido o 
discriminado por ejercer su derecho al voto. Las autoridades electorales serán las 
directamente responsables para que, en todos los procesos de carácter electoral a su 
cargo, se adopten las medidas tendientes a garantizar la seguridad del voto, con el fin 
evitar los fraudes, suplantación y manipulación de los resultados de las elecciones. La 
seguridad electoral debe ser priorizada y garantizada en todo proceso electoral. 
 
23. Accesibilidad. El Estado procurará por dar garantía al ejercicio del derecho a la 
participación política de todas las personas, en igualdad de condiciones, identificando 
y eliminando aquellos obstáculos y barreras que imposibiliten o dificulten el acceso a 
uno o varios de los derechos consagrados en el presente Código, de conformidad con 
los estándares nacionales e internacionales. 
 
24. Principio de integridad electoral. Implica entender el proceso electoral en forma 
articulada (fase pre-electoral, electoral y poselectoral) para asegurar la expresión 
genuina de la voluntad popular en las urnas, de tal manera que las autoridades que 
concurren a garantizar la auténtica expresión de la voluntad popular realicen el 
máximo de coordinación institucional posible. También implica que en todas las fases 
del proceso electoral se observen los derechos fundamentales a elegir y ser elegido y 
participación ciudadana. 
 
25. Principio de la Inmediación electoral. Sin perjuicio de la Neutralidad 
tecnológica, la Organización Electoral, el Estado y sus autoridades garantizarán 
en todo momento el control y la vigilancia permanente del proceso electoral y 
de los recursos destinados para su funcionamiento, con el fin de asegurar el 
normal desarrollo de cada una de las etapas del proceso, auditando el sistema 
en prevalencia de los principios descritos. 
 
 
ARTÍCULO 7. Identificación y autenticación del elector. Los ciudadanos 
colombianos se identifican con la cédula de ciudadanía o su equivalente funcional, 
física, electrónica y/o digital expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
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Los extranjeros residentes en Colombia se identificarán para los mismos efectos con 
la cédula de extranjería vigente. 
 
Parágrafo 1. La Registraduría Nacional del Estado Civil dispondrá para la verificación 
y/o autenticación del elector, de sistemas biométricos o cualquier otro mecanismo 
electrónico que considere pertinente e idóneo para tal fin. El Consejo Nacional 
Electoral, el Ministerio Público y delegados de los Partidos y Movimientos Políticos 
con personería jurídica auditarán el sistema tecnológico que sea adoptado.  
 
Para ejercer el derecho al voto se deberá presentar la cédula de ciudadanía vigente o 
su equivalente funcional, ya sea electrónico y/o digital expedida por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, caso en el cual se podrá ejercer el derecho al voto siempre 
y cuando se identifique y autentique al votante por medios biométricos. 
 
Parágrafo 2. Las personas entre catorce (14) y diecisiete (17) años deberán presentar 
la tarjeta de identidad o su equivalente funcional, ya sea electrónica y/o digital, 
expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil, para identificarse en todos los 
actos que se requieran, así como en aquellas instancias de participación que disponga 
la ley para esta población. 
 
Parágrafo 3. Es un requisito para la expedición de la cédula de ciudadanía y la tarjeta 
de identidad en formato digital haber solicitado por primera vez la expedición del 
documento de identidad en formato físico. 
 
ARTÍCULO 10. Voto en establecimiento de reclusión. Las personas que se 
encuentren bajo medida de aseguramiento privativa de la libertad en cualquier 
establecimiento de reclusión que no tengan inhabilitación en sus derechos políticos, 
podrán ejercer el voto. 
 
El derecho al voto se ejercerá teniendo en cuenta las normas en materia penal 
dispuestas para las personas con medida de aseguramiento. 
 
En todo caso los centros penitenciarios garantizarán el acceso al voto informado de 
los internos, con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo. Se prohíbe 
cualquier actividad de proselitismo político al interior de los establecimientos de 
reclusión. 
 
 
 
ARTÍCULO 14. Definición de certificado electoral. El certificado electoral es un 
documento público, expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil; el cual 
constituye plena prueba del deber del derecho ciudadano de haber votado en una 
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elección popular de cargos uninominales, en corporaciones públicas y en elecciones 
juveniles. Con base en este documento se reconocerán los beneficios y estímulos 
previstos en el anterior artículo; y expirará con la realización de nuevas elecciones 
ordinarias. 
 
No se otorgará certificado electoral en mecanismos de participación ciudadana que 
tengan umbral de participación, ni en elecciones atípicas. 
 
Parágrafo 1. La constancia expedida por autoridad electoral competente tiene el 
mismo valor legal que el certificado electoral para efectos de los estímulos que 
interesan al elector. 
 
Parágrafo 2. El certificado electoral sustitutivo se expide por solicitud del ciudadano 
que acredita ante el respectivo funcionario de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil o del cónsul del lugar donde está inscrita la cédula de ciudadanía, la imposibilidad 
de ejercer el derecho al voto por fuerza mayor o caso fortuito en los comicios 
correspondientes. Esta solicitud deberá efectuarse dentro de los quince (15) días 
siguientes a la elección. 
 
Parágrafo 3. La Registraduria Nacional del Estado Civil establecerá las características 
del certificado electoral, sin perjuicio de que este pueda ser digital. En caso de que el 
certificado sea digital deberá contener los protocolos de seguridad necesarios 
que acrediten que quien solicita el certificado electoral sea el sufragante. 
 
 
ARTÍCULO 23. Funciones. El registrador Nacional del Estado Civil tendrá las 
siguientes funciones: 
 
1.       Llevar la representación legal de la entidad. 
 
2.       Fijar y dirigir las políticas, los planes, los programas y las estrategias necesarias 
para el adecuado manejo administrativo y financiero de la Registraduría Nacional, en 
desarrollo de la autonomía administrativa y de la autonomía presupuestal dentro de 
los límites establecidos por la Constitución y la ley. 
 
3.       Nombrar los cargos directivos del nivel central, los registradores distritales de 
Bogotá D. C., departamentales, delegados seccionales en registro civil e identificación 
y en lo electoral, y registradores especiales, municipales y auxiliares del Estado Civil. 
 
 
4.       Organizar, coordinar y dirigir los procesos electorales, de votaciones y de 
mecanismos de participación ciudadana. 



 
 

12 
 

 
5.       Supervisar el trámite para la expedición del registro civil de nacimiento, 
matrimonio y defunción, las cédulas de ciudadanía y tarjetas de identidad. 
 
6.       Ordenar investigaciones y visitas para asegurar el correcto funcionamiento de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
7.       Actuar como secretario en los escrutinios del Consejo Nacional Electoral. Esta 
función será delegable. 
 
8.       Crear, fusionar y suprimir cargos correspondientes de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil. 
 
9.       Resolver el recurso de apelación que se interponga contra las decisiones 
adoptadas por los registradores distritales de Bogotá D. C. y departamentales del 
Estado Civil. 
 
10.   Elaborar el presupuesto de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
11.   Delegar de manera parcial o total la representación legal de la entidad o 
cualquiera de las funciones administrativas, contractuales o financieras de la misma. 
 
12.   Ordenar el gasto de la entidad y suscribir los contratos administrativos que deba 
celebrar la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
13.   Celebrar convenios de cooperación internacional, ser miembro de organismos 
internacionales gubernamentales y no gubernamentales en asuntos de democracia, 
elecciones, de participación ciudadana y de observación electoral. 
 
14.   Elaborar y publicar las listas sobre el número de concejales que corresponda a 
cada municipio o distrito, de acuerdo con la ley. 
 
15.   Resolver los desacuerdos que se susciten entre los registradores distritales de 
Bogotá D.C. 
 
16.   Presentar, por intermedio del Consejo Nacional Electoral, al Congreso de la 
República, proyectos de acto legislativo y de ley de su competencia. 
 
17.   Fijar los viáticos para las comisiones escrutadoras distritales, municipales y 
auxiliares, los jurados de votación y los empleados de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil. 
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18. Fijar los valores de los documentos de identificación personal, tanto físico 
como digital, y de los demás servicios que presta la entidad. 
 
19.   Las demás que le atribuya la ley. 
 
ARTÍCULO 30. Registradores especiales, municipales y auxiliares del Estado 
Civil. Con excepción del Distrito Capital de Bogotá, en cada distrito o municipio que 
cuente con una proyección poblacional según el Departamento Nacional de 
Estadísticas mayor que seiscientos cincuenta mil un (650.001) habitantes, habrá una 
Registraduría Especial del Estado Civil a cargo de dos (2) registradores especiales, 
de libre remoción, de la máxima categoría según la estructura de planta de personal 
de la Registraduría Nacional del Estado Civil y de los cuales al menos uno debe ser 
una mujer. 
 
En cada distrito o municipio que cuente con una proyección poblacional según el 
Departamento Nacional de Estadísticas comprendida entre doscientos mil un 
(200.001) y seiscientos cincuenta mil (650.000) habitantes y en las capitales de 
departamentos que tengan una proyección de población entre sesenta y cinco mil un 
(65.001) y doscientos mil (200.000) habitantes, habrá una registraduría de categoría 
especial a cargo de dos (2) registradores especiales, de libre remoción, del grado 
inmediatamente inferior al previsto para los registradores especiales enunciados en el 
inciso anterior y de los cuales al menos uno debe ser una mujer. 
 
En cada distrito o municipio que cuente con una proyección poblacional según el 
Departamento Nacional de Estadísticas comprendida entre sesenta y cinco mil un 
(65.001) y doscientos mil (200.000) habitantes y en las capitales de departamento que 
tengan una proyección de población inferior a sesenta y cinco mil (65.000) habitantes, 
habrá una registraduría de categoría especial a cargo de un (1) registrador especial, 
de libre remoción, del grado inmediatamente inferior al previsto para los 
registradores especiales enunciados en el inciso anterior. 
 
En cada municipio que cuente con una proyección poblacional según el Departamento 
Nacional de Estadísticas comprendida entre cuarenta mil un (40.001) y sesenta y cinco 
mil (65.000) habitantes, habrá una registraduría de categoría municipal a cargo de un 
(1) registrador municipal, de libre remoción, del grado inmediatamente inferior al 
previsto para el registrador municipal enunciado en el inciso anterior. 
 
En cada municipio que cuente con una proyección poblacional según el Departamento 
Nacional de Estadísticas comprendida entre quince mil un (15.001) y cuarenta mil 
(40.000) habitantes, habrá una registraduría de categoría municipal a cargo de un (1) 
registrador municipal, de libre remoción, del grado inmediatamente inferior al previsto 
para el registrador municipal enunciado en el inciso anterior. 
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En cada municipio que cuente con una proyección poblacional según el Departamento 
Nacional de Estadísticas igual o inferior a quince mil (15.000) habitantes, habrá una 
registraduría de categoría municipal a cargo de un (1) registrador municipal, de libre 
remoción, del grado inmediatamente inferior al previsto para el registrador municipal 
enunciado en el inciso anterior. 
 
Parágrafo. Los registradores municipales y auxiliares del Estado Civil, 
corresponderán a servidores públicos del nivel profesional de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. Su asignación a cada municipio se hará a partir de que la 
nomenclatura del cargo es inferior a la del registrador departamental y estarán 
adscritos al ente territorial atendiendo las estadísticas previstas en el censo 
poblacional. 
 
Con el propósito de hacer más eficiente la prestación del servicio y garantizar la 
atención al público, en las circunscripciones en las que haya dos registradores, estos 
podrán ejercer sus funciones en sedes independientes. En materias electorales y 
administrativas, se requerirá la concurrencia de los dos para la validez de sus actos. 
 
 
 
ARTÍCULO 39. Registro civil por medios tecnológicos. La inscripción de los 
nacimientos en el registro civil y la individualización de los inscritos podrán realizarse 
a través de plataformas digitales, medios informáticos, digitales, sistemas 
biométricos u otros sistemas idóneos. No se requerirá la impresión de las huellas 
plantares del inscrito menor de siete (7) años de edad. 
 
Parágrafo. La Registraduría Nacional del Estado Civil reglamentará el registro civil en 
línea y la base de datos única. 
 
ARTÍCULO 48. Pena de inhabilitación para ejercer derechos políticos. Los jueces 
de la Republica y magistrados de las Altas Cortes deberán enviar a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil copia de la parte resolutiva de las sentencias penales en la 
cuales se decrete la inhabilitación de derechos y funciones públicas, dentro de los 
quince (15) días siguientes a su ejecutoria, para que las cédulas de ciudadanía 
correspondientes sean dadas de baja en el censo electoral. El funcionario que 
incumpliere esta obligación incurrirá en falta gravísima que se sancionará de 
conformidad con lo previsto en el régimen disciplinario de los servidores públicos. 
 
La Registraduría Nacional del Estado Civil y las autoridades judiciales implementarán 
los mecanismos tecnológicos y de interoperabilidad que permitan optimizar la remisión 
de la información. 
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ARTÍCULO 52. Actualización del domicilio electoral. En el evento en el que el 
ciudadano o extranjero residente en el país haya cambiado su domicilio, deberá, en 
un término no mayor de dos (2) meses en relación con ese cambio, informar, bajo la 
gravedad de juramento, la novedad ante la Registraduría de su distrito, municipio, 
localidad, embajada u oficina consular. Así mismo ceñirse al procedimiento 
permanente de actualización del censo electoral para el establecimiento de su nuevo 
domicilio electoral y la asignación de su puesto de votación. 
 
La Registraduría Nacional del Estado Civil adelantará jornadas pedagógicas y de 
sensibilización para incentivar a los ciudadanos a actualizar el domicilio electoral. Para 
ello, los programas pedagógicos adoptados deberán basarse en enfoques territoriales 
y étnicos que permitan la mejor comprensión de la importancia y alcance del domicilio 
electoral y su actualización. 
 
A los ciudadanos y extranjeros residentes en el país que no informen a la 
Registraduría del Estado Civil de su distrito, municipio o localidad, embajada u oficina 
consular, dentro de los dos (2) meses siguientes sobre su cambio de domicilio, se les 
impondrá una multa de medio (1/2) salario mínimo legal mensual vigente, a favor del 
Fondo Rotatorio de la Registraduría Nacional del Estado Civil, la cual se hará efectiva 
mediante resolución respetando el debido proceso. 
 
En todo caso, la Organización Electoral deberá informar a la ciudadanía, a través de 
los medios que considere pertinentes, las implicaciones al deber ciudadano de 
actualización del domicilio electoral. 
 
Los registradores distritales, especiales y municipales tendrán la competencia de 
imponer la multa aquí señalada siguiendo el procedimiento administrativo 
sancionatorio previsto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 1. Para la actualización del domicilio electoral la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, establecerá la posibilidad de adelantar este proceso a través de su 
página web o cualquier otro mecanismo tecnológico que establezca. El trámite  de 
actualización solo podrá ser solicitado por cada ciudadano directamente, y no 
podrá ser realizado por tercera persona ni mandatario. 
 
Parágrafo 2. Para el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina se dará aplicación a lo previsto en el Decreto 2762 de 1991. 
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ARTÍCULO 55. Tratamiento de datos personales. Sin perjuicio del cumplimiento de 
las obligaciones contenidas en la Ley estatutaria 1581 de 2012 y sus normas 
reglamentarias, o las que la modifiquen, deroguen o complementen, las autoridades 
electorales y los particulares que participan en el desarrollo del proceso electoral y 
todos los sujetos responsables por el tratamiento de datos personales, adoptarán 
medidas de responsabilidad demostrada y reforzada para garantizar el debido 
tratamiento de la información. Se deberá garantizar la seguridad de los datos, la 
confidencialidad, integridad, disponibilidad, la calidad, el uso y la circulación 
restringida de los datos personales reservados y sensibles, de conformidad con el 
régimen de protección de datos personales ajustados a los estándares 
internacionales. 
 
La información que produce y administra la Registraduría en sus bases de datos 
referentes a la identidad de las personas tiene carácter reservado de defensa y 
seguridad nacionales. Esta información comprende los datos biográficos, 
biométricos, de género, el tipo de diversidad funcional o con discapacidad, la 
pertenencia a una comunidad o población étnica, así como toda aquella 
información personal que esté contenida en el censo electoral. 
 
Los datos referidos a la diversidad funcional o con discapacidad y a la 
pertenencia étnica serán obtenidos y almacenados, con el propósito exclusivo 
de la adecuación logística electoral, la eventual exención de la prestación de 
servicio de jurado de votación y la toma de acciones de inclusión y enfoque 
diferencial. A la información reservada solo podrá accederse por orden de 
autoridad competente, a fin de asegurar la integridad, confidencialidad y 
disponibilidad de los datos. 
 
Sólo se tendrá acceso a los datos de identificación contenidos en el censo 
electoral, por parte de los funcionarios de policía judicial, con fines 
investigativos, siempre y cuando obre autorización expresa de un juez de la 
República, a través de los mecanismos de interoperabilidad dispuestos por la 
Registraduría, los cuales deberán guardar la reserva legal aquí señalada. 
 
Cualquier persona podrá consultar los censos electorales, a través de los 
mecanismos tecnológicos dispuestos para dicho fin por la Registraduría, pero 
en ningún caso podrá reproducir esta información, sin que se pueda acceder a 
los datos reservados previstos en este código. 
 
 
 
ARTÍCULO 60. Actualización del domicilio en el censo electoral. La actualización 
del domicilio electoral estará habilitada de manera permanente ante la Registraduría 
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Nacional del Estado Civil, embajada u oficina consular, hasta cinco (5) meses antes 
de la respectiva elección ordinaria. Para las zonas rurales y las comunidades étnicas 
se deberán implementar medidas para el registro y actualización del domicilio electoral 
con enfoque diferencial, garantizando su votación en la jurisdicción más cercana. 
 
ARTÍCULO 65. Modificase el artículo 389 de la Ley 599 de 2000 y el artículo 4 de la 
Ley 1864 de 2017, el cual quedará así: 
 
Fraude en el domicilio electoral. La persona o candidato que por medio de sí o 
un tercero,El que constriña, induzca, ofrezca promesa remuneratoria o por cualquier 
medio indebido logre que personas habilitadas para votar registren un domicilio 
electoral falso y distinto a su lugar de habitación o asiento, con el propósito de obtener 
ventaja en elección popular, plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del 
mandato, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y 
multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
 
En igual pena incurrirá quien facilite o suministre medios para que personas 
habilitadas para votar lo hagan en domicilio electoral falso, o se registren en el censo 
electoral en localidad, municipio, comuna o distrito diferente a aquel donde tengan su 
domicilio electoral, con el propósito de obtener provecho ilícito para sí o para terceros. 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea 
realizada por un servidor público. 
 
ARTÍCULO 71. Publicidad para la recolección de apoyos. Los actos de publicidad 
desplegados por los grupos significativos de ciudadanos con ocasión del proceso de 
recolección de apoyos, tendrán como único objetivo promover la inscripción de las 
diferentes candidaturas. Para tales efectos, podrán promocionar: 
 
1.       La denominación y el logosímbolo del grupo significativo de ciudadanos 
registrados y aprobados por el Consejo Nacional Electoral. 
 
2.       El nombre e identificación de los ciudadanos que aspiran a ser inscritos como 
candidatos y sus remanentes. 
 
3.       El cargo o la corporación pública y la circunscripción electoral para los cuales 
se solicita la firma de apoyo. 
 
Cualquier forma de publicidad deberá ir acompañada de la denominación del grupo 
significativo de ciudadanos y de su intención de recolección de apoyos. En el marco 
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de estas campañas queda prohibida cualquier actividad que, directa o indirectamente, 
cautive o sugiera al electorado el voto por una determinada opción política, un cargo 
o una corporación. El grupo significativo de ciudadanos que incumpla lo anterior, 
se exceda en su único objetivo de promover la inscripción de las diferentes 
candidaturas, o despliegue actos con el único propósito de generar la ventaja 
de un candidato en específico e incurrirá en multa de hasta 10 smlmv, previa 
observancia del debido proceso. 
 
El plazo para la realización de los actos de publicidad del proceso de recolección de 
apoyos será desde el día de la aprobación por parte del Consejo Nacional Electoral 
del logosímbolo y denominación, hasta la fecha límite para entregar los apoyos.  
 
Finalizado el plazo para entregar los formularios de recolección de apoyos a la 
Registraduría, el comité promotor deberá remover del espacio público y de cualquier 
medio de comunicación, toda forma de publicidad alusiva a dicho proceso, so pena de 
ser sancionado por violación al régimen de propaganda electoral. 
 
Los grupos significativos de ciudadanos reportarán al Consejo Nacional Electoral en 
tiempo real, a través del medio que este disponga, los ingresos percibidos y los gastos 
empleados. 
 
Las normas sobre financiamiento electoral que rigen para las campañas electorales 
se aplicarán en lo pertinente a la promoción de candidaturas a través de grupos 
significativos de ciudadanos. El Consejo Nacional Electoral reglamentará la materia, 
fijará el valor de las sumas máximas autorizadas en la promoción de la recolección de 
apoyos e impondrá las sanciones a que hubiere lugar por incumplimiento de lo aquí 
dispuesto, de acuerdo con la ley. 
 
El candidato o los candidatos, los integrantes del comité promotor y el gerente 
designado responderán solidariamente por cualquier irregularidad en el manejo de los 
ingresos y gastos de las campañas de recolección de apoyos. 
 
Parágrafo. El Consejo Nacional Electoral decidirá sobre la aprobación de la 
denominación y del logosímbolo de los grupos significativos de ciudadanos dentro del 
mes siguiente al recibo de la información, de acuerdo con el procedimiento que 
reglamente la misma Corporación.  
 
 
ARTÍCULO 72. Derecho de postulación. Los partidos y los movimientos políticos 
con personería jurídica, los grupos significativos de ciudadanos y los movimientos 
sociales que decidan constituirse como tales, y las coaliciones, podrán inscribir en 
cada circunscripción electoral un candidato por cada cargo uninominal o una lista de 
candidatos por cada corporación, cuyo número de integrantes no podrá exceder el 
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número de curules o cargos para la respectiva circunscripción, excepto en las que se 
eligen hasta dos (2) miembros, las cuales podrán estar integradas hasta por tres (3) 
candidatos. 
 
Las organizaciones políticas postulantes seleccionarán sus candidatos a través de 
mecanismos de democracia interna. También verificarán, antes de la inscripción, que 
reúnan los requisitos y calidades exigidos y, así mismo, que no se encuentren incursos 
en causales de inhabilidad o prohibiciones constitucionales o legales para ser 
elegidos, sin perjuicio de los demás requisitos y verificaciones que establezcan 
internamente de conformidad con sus estatutos. Para efectos de esta verificación, las 
organizaciones políticas consultarán en las bases de datos de las entidades públicas 
que permitan conocer los antecedentes, sanciones e inhabilidades que impidan ser 
elegido, de conformidad con la Constitución Política y la ley. 
 
Parágrafo 1. Para la postulación de candidatos, los partidos o movimientos políticos 
deberán regirse por las reglas previstas en sus estatutos. 
 
Parágrafo 2. Para la consulta y verificación de los antecedentes, sanciones e 
inhabilidades, el Ministerio del Interior en coordinación con las entidades 
competentes, recepcionará por medio de la Ventanilla Única Electoral 
Permanente, las consultas formuladas por los partidos, movimientos políticos y 
grupos significativos de ciudadanos, de antecedentes judiciales, disciplinarios, 
fiscales e investigaciones penales de los ciudadanos que aspiran a ser avalados 
e inscritos como candidatos. 
 
La Ventanilla Única Electoral Permanente será un instrumento para el 
fortalecimiento de los procesos electorales y de asistencia técnica, coordinada 
previamente con: la Procuraduría General de la Nación, Contraloría General de 
la República, Fiscalía General de la Nación, Policía Nacional, Ministerio de 
Relaciones Exteriores y la Corte Suprema de Justicia, estas entidades deberán 
enviar las consultas formuladas a más tardar tres (3) días después de haberse 
radicado la solicitud a la Ventanilla Única Electoral Permanente del Ministerio 
del Interior. 
 
El Departamento Administrativo de la Función Pública, deberá reportar ante la 
Ventanilla Única Electoral Permanente, los servidores públicos que, durante el 
año inmediatamente anterior al período de inscripción, ocuparon cargos en 
propiedad o encargo, donde se ejerció algún tipo de autoridad. 
 
Adicionalmente la Ventanilla Única Electoral Permanente permitirá la revisión de 
antecedentes, previa la elección de las directivas de los partidos y movimientos 
políticos y para la presentación de ternas para alcaldes o gobernador por 
suspensión o falta absoluta de los mandatarios territoriales elegidos 
popularmente, cuando a ello hubiere lugar. 
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Las entidades públicas deberán reportar a la Ventanilla Única Electoral Permanente 
los servidores públicos que durante el año inmediatamente anterior al periodo de 
inscripción, ocuparon cargos en propiedad o encargo, donde se ejerció algún tipo de 
autoridad. 
 
ARTÍCULO 73. Definición de aval. Aval es la designación que hace un partido o 
movimiento político con personería jurídica, a una persona natural que pueda 
representar a la colectividad, aspirando a ser elegido como resultado de una 
elección popular. Sera otorgado mediante un documento suscrito por el 
representante legal o su delegado, en el momento del periodo de inscripciones de 
candidaturas. La delegación deberá señalar de manera expresa si se extiende a la 
posibilidad de avalar en el periodo de modificación de inscripciones. 
 
En el caso de listas para corporaciones públicas, el aval expedido para un candidato 
que va a reemplazar a otro durante el periodo de modificaciones deberá indicar 
expresamente cuál es el renglón que se pretende modificar. 
Los avales se expedirán sin costo alguno y se observarán las reglas establecidas en 
los estatutos y las leyes previstas para la selección de candidatos; y no podrán ser 
revocados por las organizaciones políticas con posterioridad a la inscripción de las 
candidaturas.  
 
Los candidatos solo pueden solicitar aval en las organizaciones políticas donde se 
encuentran formalmente registrados como militantes durante el año inmediatamente 
anterior a la inscripción. En ningún caso los partidos o movimientos políticos podrán 
entregar más de un aval para la elección de un cargo uninominal. Tampoco se podrá 
entregar a una persona aval para más de un cargo o lista. Tampoco podrán entregar 
más avales que curules a proveer en la correspondiente lista para corporaciones 
públicas; excepto en las que se eligen hasta dos (2) miembros, las cuales podrán estar 
integradas hasta por tres (3) candidatos. 
 
En los casos que se expidan avales desconociendo estas prohibiciones, el funcionario 
electoral competente dará validez únicamente al primero que se haya expedido. 
 
Parágrafo. El aval entregado por parte de los partidos o movimientos políticos será 
válido para la inscripción de la candidatura y tendrá vigencia máxima hasta el día en 
que se declare la elección, en caso de que se haya hecho efectiva la inscripción.  
 
 
ARTÍCULO 76. Requisitos para la inscripción de candidatos. La inscripción de 
candidatos a cargos de elección popular está sometida al cumplimiento de los 
siguientes requisitos: 
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1. Presentación del documento que acredite la candidatura, según el caso: 
 
a)    En el caso de los partidos o movimientos políticos con personería jurídica, aval 
expedido por el representante legal o su delegado, evento este último en el que se 
deberá acompañar, además, el documento de delegación. 
b)    En el caso de candidatos de grupos significativos de ciudadanos y sus 
coaliciones, certificación de la autoridad electoral sobre la validez y suficiencia de los 
apoyos recaudados por los comités inscriptores, la póliza de seriedad prevista en este 
código; y la aprobación o registro del logosimbolo por el Consejo Nacional Electoral. 
c)     En el caso de circunscripciones especiales de comunidades étnicas, documento 
expedido por la autoridad competente, conforme a la normatividad vigente. 
d)    En el caso de la circunscripción internacional, el requisito de residencia mínima 
en el extranjero se entenderá que se ha cumplido bajo gravedad de juramento en el 
momento de la inscripción. 
e)    En el caso de las coaliciones, deberá aportarse el acuerdo de coalición 
debidamente suscrito por cada uno de los representantes legales de los partidos o 
movimientos políticos o sus delegados, adjuntando acto de delegación; y para cargos 
uninominales al menos dos (2) de los miembros del comité inscriptor del grupo 
significativo de ciudadanos. 
 
2.     Fotocopia de la cédula de ciudadanía o medio de autenticación de la cédula 
digital de los candidatos. 
 
3.     Dos (2) fotografías de los candidatos del tamaño que se solicita para una cédula 
y con fondo blanco. 
 
4. Formulario de inscripción de la candidatura diligenciado y firmado en aceptación 
por los candidatos. En ausencia de firma previa o en el momento de la inscripción, 
declaración escrita de aceptación de la candidatura suscrita por los candidatos 
inscritos, de conformidad con lo dispuesto en este código. 
 
Cumplido el requisito del aval no se exigirá la presentación del representante legal del 
partido o movimiento político, o su delegado, para radicar el formulario de la inscripción 
de la candidatura. En el caso de la inscripción de los grupos significativos de 
ciudadanos se exigirá la presentación de al menos dos (2) de los tres (3) miembros 
de su comité promotor. 
 
Para las coaliciones en el formulario de inscripción se deberá señalar de forma 
expresa cada candidato a qué agrupación u organización política pertenece. 
 
5.     Programa de gobierno, en el caso de inscripción de candidaturas para alcaldes 
y gobernadores. El programa de gobierno será la base del proyecto de plan de 
desarrollo que el elegido someta ante la corporación pública respectiva. 
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6.     Certificación de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado sobre 
el cumplimiento de los requisitos, para el caso de los candidatos a la Presidencia y 
Vicepresidencia de la República. 
 
7.     Cumplimiento de la cuota de género, en el caso de inscripciones de candidatos 
a corporaciones públicas. 
 
8.     Hojas foliadas o libro de contabilidad físico o digital en donde se registrará la 
información financiera de la campaña, que será devuelto una vez firmado, visado o 
marcado en todas sus hojas por el funcionario competente. 
 
9. Documento que acredite que las organizaciones políticas y los Grupos 
Significativos de Ciudadanos, consultaron la Ventanilla Única Electoral 
Permanente (VUEP), para determinar las calidades de los candidatos. 
 
Parágrafo 1. La Registraduría Nacional del Estado Civil establecerá los parámetros y 
el contenido del formulario de inscripción, sin perjuicio de una plataforma tecnológica 
que permita adelantar todo el proceso de inscripción. 
 
Parágrafo 2. Solo se permitirá la inscripción de un candidato o lista por partido o 
movimiento político, grupo significativo de ciudadanos, coaliciones u organizaciones 
étnicas durante el periodo de inscripción. 
 
Parágrafo 3. En el caso de elecciones juveniles, el documento de identificación será 
la tarjeta de identidad o el documento de identificación del menor de edad que avale 
la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
Parágrafo 4. La Superintendencia Financiera o la entidad que haga sus veces tomará 
las medidas necesarias para garantizar que seis (6) meses antes de la inscripción de 
candidatos, las entidades financieras faciliten los trámites para la apertura de la cuenta 
única o subcuentas para el manejo de los recursos en dinero de campaña y que no se 
exijan requisitos adicionales a los establecidos. Asimismo, una vez terminado el 
correspondiente proceso electoral, las entidades financieras deberán actualizar la 
información interna sobre personas expuestas políticamente, para lo cual se 
permitirá la realización de las diligencias necesarias para verificar y actualizar 
la información de los clientes que, por su naturaleza, puede variar, de 
conformidad con las leyes vigentes. 
 
Las entidades financieras que ofrezcan en su portafolio la creación de cuentas 
para el manejo de recursos de campañas electorales, y reciban solicitudes de 
creación de cuentas únicas para la recepción y administración de recursos de las 
campañas electorales, deberán cumplir con responder dicha solicitud en un plazo de 



 
 

23 
 

tres ocho (38) días hábiles siguientes a la solicitud, so pena de incurrir las sanciones 
correspondientes por parte de la Superintendencia Financiera.  
 
ARTÍCULO 80. Reglas Especiales para la inscripción de candidatos de coalición 
a cargos uninominales. Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica 
y/o grupos significativos de ciudadanos con certificación de la suficiencia y validez de 
apoyos que expida la Registraduría Nacional del Estado Civil, podrán inscribir 
candidatos a cargos uninominales en coalición. Para ello deberán entregar en el 
momento de la inscripción correspondiente un acuerdo de coalición.  
 
El candidato de coalición será el candidato único de los partidos, movimientos con 
personería jurídica y/o grupos significativos de ciudadanos que participen en ella. 
Igualmente, será el candidato único de las organizaciones que, aunque no participen 
en la coalición, decidan adherir o apoyar al candidato de la coalición. 
 
En el caso de las campañas presidenciales, también formarán parte de la coalición los 
partidos, movimientos y/o grupos significativos de ciudadanos políticos que 
públicamente manifiesten su apoyo al candidato. 
 
En el formulario de inscripción se indicarán los partidos, movimientos y/o grupos 
significativos de ciudadanos que integran la coalición y la militancia política del 
candidato. 
 
PARAGRAFO NUEVO: El candidato inscrito por una coalición a cargos 
uninominales podrá realizar eventos de proselitismo político en cada uno de los 
movimientos de ciudadanos movimientos políticos o partidos políticos que 
apoye dicha coalición, en la elección para la cual fue inscrito. 
 
ARTÍCULO 82. Reglas especiales para la inscripción de candidatos de coalición 
a listas de corporaciones públicas de elección popular. Los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica y/o grupos significativos de ciudadanos 
con certificación de la suficiencia y validez de apoyos que expida la Registraduría 
Nacional del Estado Civil; que sumados hayan obtenido la votación válida que 
establece la Constitución Política en la respectiva circunscripción, podrán presentar 
listas de candidatos en coalición para corporaciones públicas. Deberán entregar en el 
momento de la inscripción de la lista, el correspondiente acuerdo de coalición, el cual 
una vez suscrito tiene carácter vinculante, y por tanto es obligatorio su 
cumplimiento, y que contendrá, como mínimo, lo siguiente: 
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1.     Nombre de los candidatos y descripción clara y expresa de la militancia política 
de cada uno de los candidatos y de las organizaciones políticas que suscriben el 
acuerdo. 
 
2.     Mecanismos por los que se definen el tipo de lista (con o sin voto preferente) y 
las reglas para su conformación, con el propósito de establecer el número de 
candidatos por cada partido, movimiento o grupo significativo de ciudadanos y la 
posición de los mismos al interior de la lista. 
 
3.     Reglas para la modificación de las listas y cumplimiento de la cuota de género. 
 
4.     Reglas para definir la asignación de vallas, cuñas radiales y demás publicidad de 
la campaña, según la reglamentación del Consejo Nacional Electoral.  
 
5.     Reglas para la presentación de informes de ingresos y gastos de la campaña 
según corresponda; y los mecanismos a través de los cuales se llevará a cabo la 
auditoría interna. 
 
6.     Reglas en cuanto a la financiación de las campañas, incluyendo los anticipos y 
la forma como se distribuirá la reposición estatal de los gastos de campaña. 
 
7.     La forma de sufragar los gastos en los casos de ejecución de la póliza de seriedad 
de la candidatura. 
 
8.     Responsabilidad que le asiste a cada organización política en los eventos en que 
se infrinja la normativa electoral. 
 
9.     Reglas para la actuación de los elegidos en las correspondientes bancadas que 
suscriben el acuerdo. 
 
10. Ubicación de los logosímbolos en la tarjeta electoral. 
 
Parágrafo 1. Para la presentación de informes de ingresos y gastos de campaña, las 
organizaciones que integren la coalición deberán presentar los informes individuales 
y consolidados de los candidatos que avalaron, y designar de común acuerdo cuál de 
los partidos, movimientos o grupo significativo de ciudadanos coaligados debe cumplir 
con la presentación de informes ante el Consejo Nacional Electoral, a través del 
mecanismo que este determine. 
 
Parágrafo 2. Cuando se presenten listas de coalición para Cámara de 
Representantes o Senado de la República, en las condiciones que establece la 
Constitución Política, los partidos, movimientos políticos o grupos significativos de 
ciudadanos coaligados conservarán u obtendrán de manera individual su personería 
jurídica, siempre y cuando la votación obtenida por la lista de coalición supera el 
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umbral en cualquiera de las dos corporaciones, a fin de garantizar el principio de 
pluralismo democrático y los derechos de los partidos minoritarios. En caso de resultar 
favorecidas con la elección, las organizaciones políticas que suscriban el acuerdo de 
coalición podrán actuar en bancada de acuerdo a lo establecido en la Ley 974 de 
2005. 
 
Parágrafo 3: Los candidatos inscritos en listas a corporaciones públicas por coalición 
podrán realizar actos de proselitismo político en cada uno de los partidos políticos que 
apoya esta coalición, en la elección para la cual fue inscrito. 
 
ARTÍCULO 83. Carácter vinculante del acuerdo. La suscripción del acuerdo de 
coalición tiene carácter vinculante. Los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica y/o los grupos significativos de ciudadanos que suscriban el 
acuerdo de coalición se obligan a cumplir las estipulaciones del mismo. El 
incumplimiento del acuerdo tendrá las sanciones establecidas en la normatividad 
vigente por el Consejo Nacional Electoral. 
 
Parágrafo. El régimen de responsabilidad política, será aplicable solidariamente 
a cada uno de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o 
grupos significativos de ciudadanos que suscriban el acuerdo de coalición. 
 
 
ARTÍCULO 93. Causales de revocatoria de inscripción de candidatos. Son 
causales de revocatoria de inscripción de candidatos: 
 
1.       Falta de calidades y requisitos para el cargo, de conformidad con la Constitución 
y la ley. 
2.       Inhabilidad constitucional o legal manifiestas y debidamente comprobadas. 
3.       Doble militancia política. 
4.       Inscripción de candidato o lista por un partido, movimiento político o grupo 
significativo de ciudadanos diferentes al grupo significativo de ciudadanos del que 
inicialmente era candidato y obtuvo certificado de suficiencia y validez, o de aquel a 
nombre del cual inició el proceso de recolección de apoyos. 
5.       Otorgamiento de avales sin aplicación de los procedimientos democráticos 
internos establecidos en los estatutos de los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica, o si incurre en las prohibiciones contempladas en este código. 
6.       Incumplimiento de la cuota de género en las listas en las que esta es exigida 
por la ley. 
7.       Inscripción de candidato distinto al del acuerdo de coalición. 
8.       Cuando los candidatos hayan participado en la consulta de un partido, 
movimiento político o coalición, distinto al que los inscribe. 
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9.       Cuando se dé la inscripción de candidato distinto al seleccionado mediante 
consulta popular o interna.  
10.   Inscripción de un candidato previamente inscrito por otro partido, movimiento 
político o comité inscriptor del grupo significativo de ciudadanos para las mismas 
elecciones. 
11.   Cuando los partidos y movimientos políticos con personería jurídica inscriban 
candidatos, en circunscripciones donde esté suspendida dicha facultad por sanción 
del Consejo Nacional Electoral. 
 
Parágrafo 1. Para los numerales 8 y 9 procederá si el funcionario electoral competente 
no hubiera efectuado el rechazo de la inscripción por estas causales. 
 
Parágrafo 2. El Consejo Nacional Electoral no podrá revocar la inscripción de la 
candidatura por sanciones de carácter administrativo y disciplinarias impuestas a 
funcionarios elegidos por voto popular.” 
 
ARTÍCULO 102. De la propaganda electoral. Entiéndase por propaganda electoral 
toda forma de publicidad realizada en cualquier medio de divulgación, con el fin tácito 
o expreso de obtener el voto de los ciudadanos a favor de partidos o movimientos 
políticos, listas o candidatos a cargos o corporaciones públicas de elección popular, 
del voto en blanco, o de una opción en los mecanismos de participación ciudadana.  
 
No se considerará como propaganda electoral el contenido de apoyo difundido, de 
manera espontánea, sobre candidatos o partidos por parte de personas naturales a 
través de sus redes sociales. 
 
En la propaganda electoral solo podrán utilizarse los símbolos, emblemas o logotipos 
previamente registrados ante el Consejo Nacional Electoral por los partidos, 
movimientos políticos, grupos significativos de ciudadanos, movimientos sociales, 
coaliciones o comités de promotores; los cuales no podrán incluir o reproducir los 
símbolos patrios, los de otros partidos o movimientos políticos, ni ser iguales ni 
generar confusión con otros previamente registrados. 
 
Parágrafo 1. Los candidatos, partidos, movimientos políticos y grupos significativos 
de ciudadanos deberán reportar ante el Consejo Nacional Electoral todos los recursos 
de destinados a las campañas electorales destinados a la propaganda electoral que 
se realizan en los espacios públicos y en medios de comunicación, incluyendo la 
contratada para difusión en las redes sociales y plataformas digitales, de conformidad 
con el artículo 25 de la Ley 1475 de 2011 o norma que la modifique. Entre estos se 
incluirá la propaganda contratada para difusión en las redes sociales y 
plataformas digitales. 
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Parágrafo 2. El Consejo Nacional Electoral, a través de los Tribunales de Vigilancia y 
Garantías Electorales, se encargará de ejercer inspección, control y vigilancia en 
tiempo real sobre el cumplimiento de las reglas de publicidad y propaganda electoral 
previstas en este Código. 
 
ARTÍCULO 103. Periodo de la propaganda electoral. Las actividades de 
propaganda electoral, a través de cualquier medio de divulgación, únicamente podrán 
realizarse dentro de los tres (3) meses anteriores a la fecha de la respectiva votación 
y hasta las 11:59 de la noche del día previo a la fecha de la elección. 
 
ARTÍCULO 104. LÍMITES DE LA PROPAGANDA ELECTORAL POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS. La propaganda electoral desplegada a través de las redes 
sociales, correos electrónicos, mensajes de texto y las plataformas digitales que 
permiten crear, publicar, reproducir y repetir publicidad en un espacio digital durante 
el periodo pre-electoral y electoral, no podrá exceder los topes de publicidad 
establecidos por el órgano electoral y le serán aplicables todas las disposiciones 
establecidas en este Código. 
 
Las personas naturales o jurídicas que elaboren, contraten y reproduzcan 
propaganda electoral a través de cualquier medio, incluyendo plataformas digitales, 
redes sociales y telefonía, deberán reportar al Consejo Nacional Electoral los gastos 
de publicidad y promoción con el objeto de verificar los topes de publicidad 
establecidos por la Corporación y los topes de campaña preestablecidos 
 
Parágrafo. El Consejo Nacional Electoral establecerá la reglamentación de la 
propaganda electoral por medios electrónicos, en un plazo no superior a seis (6) 
meses contados desde la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
“ARTÍCULO 105. Límites de la propaganda electoral. El Consejo Nacional 
Electoral, a más tardar el treinta (30) de enero de cada año, señalará el número y la 
duración de emisiones en radio y televisión, el número y el tamaño de avisos en 
publicaciones en medios impresos y digitales y en vallas escritas y de vallas, que 
pueden tener en cada campaña los partidos, movimientos y grupos significativos de 
ciudadanos que hayan inscrito candidatos. 
 
Esta competencia será ejercida respecto de las elecciones ordinarias, las atípicas, las 
consultas de agrupaciones políticas y los mecanismos de participación ciudadana. 
 
Para definir la cantidad, la duración y las dimensiones máximas de las piezas de 
publicidad, según el caso, el Consejo Nacional Electoral tendrá en cuenta la categoría 
de las entidades territoriales, la cobertura de los medios de comunicación social y/o 
de difusión y los límites de gastos de campaña establecidos para cada elección. 
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Las autoridades de policía decomisarán la propaganda realizada en contravención a 
lo dispuesto en este artículo; situación que podrá ser advertida por los servidores de 
la Organización Electoral y órganos de control. El decomiso se realizará sin retención 
de la persona que la porte. 
 
De los decomisos realizados se remitirá copia del informe respectivo al Consejo 
Nacional Electoral para las investigaciones pertinentes. 
 
Parágrafo. Quedan prohibidos los eventos en espacios públicos ocho (8) días antes 
del día de las votaciones. El término de esta prohibición podrá ser mayor por razones 
de orden público o salubridad. 
 
Los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos deberán 
desmontar la propaganda electoral y publicidad política dentro de los ocho (8) días 
siguientes al día de las votaciones. Lo anterior no aplica para la propaganda electoral 
difundida por medios electrónicos. 
 
Los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos deberán 
desmontar la propaganda electoral y publicidad política que se encuentre a 100 metros 
del puesto de votación, a más tardar ocho (8) días antes del día de las votaciones. 
 
De las violaciones a este precepto se remitirá copia del informe respectivo al Consejo 
Nacional Electoral para las investigaciones correspondientes. 
 
 
ARTÍCULO 123. Sanciones en materia de encuestas. La infracción de las 
disposiciones de este capítulo será sancionada por el Consejo Nacional Electoral con 
multa entre ciento cincuenta (150) y doscientos cincuenta (250) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, y la suspensión o exclusión definitiva del Registro 
Nacional de Firmas Encuestadoras. Estas sanciones se podrán imponer impondrán 
según la gravedad de la falta y el concepto de la Comisión Técnica y de Vigilancia 
sobre Preferencias Políticas y Electorales, a la firma encuestadora, y/o tanto al 
medio de comunicación o difusión, como y/o a quienes encomendaron o financiaron 
la realización de la encuesta, de conformidad con el procedimiento administrativo 
sancionatorio previsto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
ARTÍCULO 124. Distribución de los puestos de votación. La Registraduría 
Nacional del Estado Civil establecerá la División Política Electoral en la que se definirá 
cuántos y cuáles puestos de votación funcionarán para cada elección o mecanismo 
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de participación ciudadana, en todo el territorio nacional y en el exterior, en 
coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
Deberán instalarse puestos de votación en las cabeceras municipales, comunas y 
corregimientos. Para que se instalen puestos de votación en un corregimiento, es 
necesario que esté creado con no menos de seis (6) meses de antelación a la fecha 
de las elecciones. 
 
También se podrán instalar puestos permanentes o móviles en las zonas 
determinadas como suburbanas y centros poblados rurales, en resguardos indígenas 
y consejos comunitarios que atiendan la existencia de unas mínimas condiciones de 
distancia entre el área urbana y la rural, la población, la accesibilidad, la seguridad, 
las instalaciones bajo techo, la salubridad, el acceso a redes de energía y 
telecomunicaciones, entre otros. 
 
Para garantizar la facilidad para el ejercicio del sufragio y el acceso de toda la 
ciudadanía, la Registraduría Nacional del Estado Civil podrá crear, fusionar y trasladar 
puestos de votación. Previo a cada elección fijará el número de sufragantes por mesa 
y dos (2) meses antes de la elección publicará los puestos de votación a funcionar en 
cada circunscripción. 
 
Así mismo, deberán instalarse puestos de votación en los centros de formación 
juvenil del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, donde se 
encuentren jóvenes privados de la libertad que hayan cumplido la mayoría de 
edad. 
  
Una vez definidos los puestos de votación, solo procederán a su traslado por fuerza 
mayor, caso fortuito o circunstancias de orden público, por solicitud de la Comisión 
Municipal para la Coordinación y Seguimiento de los Procesos Electorales y 
aprobación de su equivalente en el ámbito departamental. 
 
Parágrafo 1. Según las necesidades del servicio, la Registraduría Nacional del Estado 
Civil podrá flexibilizar la disposición de puestos y mesas según el horario, el género y 
la edad. 
 
Parágrafo 2. En la creación, fusión, traslado e instalación de puestos de votación, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil velará porque los mismos sean adecuados y 
accesibles, de conformidad con el artículo 11 del presente Código. 
 
ARTÍCULO 128. Naturaleza y calidades. Los jurados de votación son ciudadanos 
que cumplen la función pública transitoria de dirigir con imparcialidad y cumplimiento 
estricto de las normas constitucionales y legales, las votaciones en la mesa y/o 
puesto asignados por la Registraduría Nacional del Estado Civil. Su designación es 
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de forzosa aceptación y se requiere ser ciudadano en ejercicio, tener mínimo décimo 
(10º) grado de educación media y edad no superior a sesenta (60) años. 
 
Parágrafo. En caso de no contar con el número suficiente de jurados de votación, los 
registradores de manera excepcional podrán designar jurados de votación sin el 
requisito de formación escolar previsto en este articulado, siempre y cuando, el 
ciudadano sepa sumar, leer y escribir. 
 
 
ARTÍCULO 132. Causales de exoneración de la sanción. Son causales para la 
exoneración de la sanción por la no prestación de la función de jurado de votación: 
 
1. Grave enfermedad del jurado o de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente y parientes del primer grado de consanguinidad. 
 
2. Estado de embarazo en condiciones que inhabiliten físicamente a la gestante o en 
licencia de maternidad. 
 
3. Muerte de alguna de las personas mencionadas en el numeral 1 del presente 
artículo, ocurrida el día de las elecciones o dentro de los cinco (5) días anteriores a 
las mismas. 
 
4. Estar incurso en las causales de exención y exclusión consagradas en el presente 
código. 
 
5. No ser residente en el lugar donde fue designado. 
 
Parágrafo. Las causales establecidas en los numerales 1 y 2 solo podrán acreditarse 
con la presentación de certificado médico expedido por una EPS acreditada, y la 
causal del numeral 3, con el certificado de defunción o el registro civil de defunción. 
La causal establecida en el numeral 5 se acreditará con la certificación de 
vecindad expedida por el Alcalde o autoridad competente del lugar donde se 
reside; en el caso de residir fuera del país, con la Certificación de movimientos 
Migratorios o el documento que cumpla dicha función, expedido por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
 
ARTÍCULO 147. Sanciones a testigos electorales. El incumplimiento por parte de 
los testigos electorales de las disposiciones consagradas en el artículo precedente 
dará lugar al retiro del recinto. La sanción en este caso será impuesta por el Consejo 
Nacional Electoral con respeto al debido proceso, de conformidad con el 
procedimiento administrativo sancionatorio del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, o las normas que lo sustituyan, 
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modifiquen, complementen o deroguen, sin perjuicio de las sanciones de orden penal 
o policivo previstas en la ley. 
 
 
ARTÍCULO 166. Reemplazo de jurados de votación. Si a las ocho de la mañana 
(8:00 a. m.) los jurados de votación designados en la correspondiente mesa de 
votación no se hubieren presentado, el delegado de puesto de votación de la 
Registraduría procederá a realizar el respectivo reemplazo, de la lista de remanentes 
que concurrieron en el puesto de votación. 
 
En caso de agotarse la lista de remanentes, deberá suplirse con los designados de 
otras mesas de votación. Los jurados remanentes podrán retirarse una vez el 
delegado de puesto de la Registraduría Nacional del Estado Civil expida la constancia 
de asistencia. 
 
Excepcionalmente, y solo cuando se agote el proceso anterior, y no se tenga el 
número suficiente de jurados por mesa, el delegado de puesto procederá a designar 
al azar ciudadanos aptos y de reconocida honorabilidad que concurran en la 
votación, para que cumplan con la función de jurado, la cual será de forzosa 
aceptación. 
 
De los casos anteriores, el delegado deberá dejar constancia en la resolución 
diseñada por la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
 
Cuando el ciudadano designado se niegue de forma injustificada a cumplir con la 
función o no cumpla con la misma, habrá lugar a la imposición de las sanciones 
previstas en este código para la inasistencia de los jurados de votación. 
 
ARTÍCULO 167. Instalación de la mesa de votación. Antes del inicio de la jornada 
electoral se exhibirán públicamente las urnas a fin de que los presentes puedan 
verificar que están vacías y que no contienen elementos extraños que puedan incidir 
o afectar la votación. Acto seguido, se procederá a cerrarlas con los sellos dispuestos 
para tal efecto. 
 
Cuando se utilicen sistemas de asistencia tecnológica para la votación, los jurados 
deberán verificar el correcto funcionamiento de las herramientas instaladas para el 
efecto. Si tras la verificación, no está funcionando correctamente el mencionado 
sistema, se deberá dejar constancia y dar aviso inmediato al delegado de la 
Registraduria en el respectivo puesto de votación. En todo momento, se deberá 
disponer de un mecanismo manual que permita validar los resultados de los 
sistemas de asistencia tecnológica. También deberán dejar constancia en el 
respectivo formulario de que en el momento de la instalación de la mesa no se han 
depositado o contabilizado votos, y, por ende, el sistema se encuentre en cero. 
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A las ocho de la mañana (8:00 a. m.) los jurados instalarán la mesa y dejarán 
constancia mediante acta firmada por todos los presentes de la apertura de la jornada 
y las observaciones pertinentes 
 
 
ARTÍCULO 168. Protocolo de votación. El jurado designado para tal efecto exigirá 
al votante la cédula de ciudadanía o de extranjería y adelantará el procedimiento de 
verificación que se haya dispuesto para estos efectos, o la tarjeta de identidad, físicas 
o digitales, con el fin de verificar la identidad. Comprobará que se encuentra habilitado 
en la respectiva mesa o puesto y lo inscribirá en el registro de votantes de acuerdo 
con las instrucciones que imparte la Organización Electoral. 
 
Seguidamente, los jurados de votación deberán ofrecerle al elector, sobre la mesa, 
todas las tarjetas electorales disponibles, a efectos de que este seleccione de forma 
libre y voluntaria las que decida utilizar. 
 
El votante se dirigirá al cubículo o dispositivo electrónico para hacer efectivo su voto, 
según la modalidad de votación implementada, el jurado designado promoverá y 
velará por el distanciamiento adecuado entre el votante y quienes esperan para 
ejercer su derecho al voto, cuando este se requiera. En cualquier caso, se 
garantizará el carácter secreto e inviolable del voto. 
 
Depositado el voto o comprobante en la urna, el jurado devolverá el documento de 
identificación al votante y entregará el certificado electoral, cuando aplique. 
 
Parágrafo 1. Cuando el jurado de votación decida ejercer su derecho al voto, deberá 
hacerlo en la misma mesa de votación en la que ha sido designado para cumplir su 
función. 
 
Parágrafo 2. Cuando el votante por error dañe una tarjeta electoral o manifieste su 
voluntad de obtener una nueva, el jurado de votación exigirá la devolución de la tarjeta 
dañada, procederá a anularla mediante la marcación sobre ella como inservible, la 
depositará en el sobre para tarjetas inservibles y, a continuación, le entregará una 
nueva al votante. Para el caso del voto electrónico, la interfaz preguntará al elector si 
está seguro de la opción seleccionada y una vez este la confirme no podrá modificar 
el voto. 
 
Parágrafo 3. La Organización Electoral reglamentará el procedimiento a seguir ante 
los errores que cometan los electores en las votaciones tecnológicamente asistidas, 
incluyendo las causales de reclamación que correspondan y atendiendo los principios 
orientadores previstos en este código. 
 
ARTÍCULO 171. Calificación del voto. En el curso de los escrutinios, los votos serán 
calificados de la siguiente manera: 
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1.        Voto válido. Es aquel que se expresa a través de la marcación en el medio de 
votación autorizado y que permite determinar la intención del votante, tanto por 
candidato, lista, voto en blanco u opción en mecanismo de participación ciudadana. 
 
El voto marcado, en listas de voto preferente por un candidato o por partido o 
movimiento político será considerado voto válido. 
 
2.        Voto en blanco. Es aquel que se marca en la casilla correspondiente de voto 
en blanco, y como tal constituye voto válido para los efectos previstos en la 
Constitución Política y en este código. 
 
 
3.        Voto nulo. El voto será nulo cuando no se pueda determinar con certeza el 
sentido de la decisión del sufragante, o cuando no tenga ninguna marcación, así como 
cuando se marque por un candidato o lista totalmente revocada. El voto nulo no será 
contabilizado como un voto válido. 
 
En el voto electrónico mixto y remoto no habrá posibilidad de voto nulo. 
 
ARTÍCULO 173. Definición y finalidad del preconteo. El sistema de conteo 
preliminar o preconteo integra el conjunto de recursos utilizados para la transmisión, 
recepción y procesamiento de los resultados de las elecciones en Colombia y en el 
exterior. El preconteo se adelanta de manera ágil, el mismo día de las votaciones, 
con el propósito de brindar, en tiempo, real información a la ciudadanía, a los partidos 
y a los movimientos políticos con personería jurídica, a los grupos significativos de 
ciudadanos, a las organizaciones étnicas, a los candidatos y a las autoridades. 
 
El sistema de conteo preliminar o preconteo no tiene carácter vinculante ni obligatorio. 
Su función es meramente informativa. Los únicos datos de resultados oficiales son los 
derivados de los escrutinios. 
 
ARTÍCULO 183. Procedimiento del escrutinio de mesa. Las votaciones se cerrarán 
a las cinco de la tarde (5:00 p. m.). A esa hora, el delegado de puesto anunciará el 
cierre de las mesas de votación. 
 
Los jurados de votación realizarán el escrutinio de mesa con base en los votos 
depositados en la urna. 
 
Enseguida, el jurado, según la distribución de actividades que hubieren realizado entre 
ellos, procederán, en estricto orden, de la siguiente manera: 
 
1.                 Destruirán de inmediato las tarjetas y certificados electorales no 
utilizados, inservibles y el material sobrante, el cual deberá ser entregado con las 
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medidas de seguridad implementadas, al delegado de puesto de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. De este modo, no se podrá abrir la urna sin que se adelante 
esta actividad. 
 
2.                 Leerán en voz alta el número total de votantes del formulario de registro 
de votantes y lo anotarán en el acta de escrutinio de mesa.  
 
3.                  Romperán los sellos y abrirán públicamente las urnas. 
 
4.                 Agruparán las tarjetas electorales depositadas en la urna por cada cargo, 
corporación o mecanismo de participación y sin abrirlas ni verificar el sentido del voto, 
las contarán en voz alta. 
 
5.                 Si hubiere un número de tarjetas electorales superior al de personas que 
votaron en la mesa para la respectiva votación, se actuará de la siguiente manera. 
Así, con el propósito de nivelar la mesa introducirán las tarjetas electorales de nuevo 
en forma aleatoria en la urna alterando su colocación y sacarán al azar un número 
igual al excedente. Sin abrirlas, las destruirán de inmediato en forma pública, dejando 
constancia en el acta de escrutinio de mesa de esta circunstancia, indicando, además, 
el número de tarjetas incineradas. 
 
6.                 Si hubiera un número de tarjetas electorales inferior al de personas que 
votaron en la mesa para la respectiva votación se continuará el escrutinio y se dejará 
constancia en la respectiva acta. 
 
7.                 Agrupados los votos en la forma señalada, exhibirán y anunciarán los 
votos en voz alta en presencia de los testigos electorales y procederán a calificar, 
computar y contabilizar los votos obtenidos a favor de cada lista, candidato u opción. 
Para el caso de corporaciones públicas podrán usar un documento borrador de apoyo 
para facilitar la contabilización de los votos. Si se trata de listas con voto preferente, 
se computarán por separado los votos obtenidos por los candidatos que las integran 
y los votos a favor de la lista. Finalmente, se contabilizarán los votos en blanco y los 
votos nulos. 
 
8.                 Los resultados del escrutinio que realicen los jurados de votación se harán 
constar en el acta. Del acta se generarán al menos dos (2) copias idénticas de un 
único documento, que será firmado por los jurados de votación; estos ejemplares 
serán válidos y se destinarán así: uno para la comisión escrutadora y otro para los 
registradores departamentales. La Registraduría Nacional del Estado Civil podrá 
establecer una tercera copia idéntica del mismo documento para efectos de 
transmisión de resultados y publicación física en el lugar establecido previamente para 
tal fin. Los testigos electorales podrán tomar una imagen fotográfica del referido 
documento previo a su remisión a la comisión escrutadora. 
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9.                 Procederá la verificación o recuento de los votos, por una sola vez, 
cuando a juicio de los jurados o a solicitud de los testigos electorales o candidatos, se 
requieran revisar la calificación, el cómputo o la contabilización de los mismos. De 
este hecho se dejará constancia en el acta de escrutinio de mesa. 
 
10.        Concluido el escrutinio y firmada el acta como mínimo por dos (2) jurados, 
leerán en voz alta los resultados, permitirán que cualquier persona verifique los datos 
consignados en el acta y que los testigos u observadores electorales tomen fotografías 
del formulario. Igualmente, se permitirá la grabación por medios audiovisuales de todo 
el proceso de escrutinio. Así mismo, deberán recibir y tramitar las reclamaciones que 
por escrito presenten los testigos electorales o candidatos. 
 
11.        Inmediatamente, se introducirán en el sobre dispuesto para tal efecto los 
votos, el acta de escrutinio y demás documentos que hayan servido para la votación. 
Así mismo, serán enviados al lugar donde se adelante el escrutinio, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente código. 
 
Parágrafo 1. Cuando se utilicen sistemas de asistencia tecnológica para el proceso 
electoral y una vez finalizada la jornada de votación en las mesas, el mecanismo 
utilizado deberá permitir el cierre de la mesa, el registro de votantes, la generación de 
resultados y la entrega de los mismos en línea para su consolidación. En todo caso, 
los jurados de votación deberán asegurar la verdad electoral en su respectiva mesa 
de votación. 
 
Parágrafo 2. El sistema debe expedir y permitir la impresión del acta de escrutinio de 
mesa con los resultados y el número de votantes. Si se usa tecnología para el conteo 
de los votos en la mesa, se deberá poder imprimir los resultados del escrutinio de la 
mesa y el número de votantes. 
 
Parágrafo 3. En ningún caso los jurados de votación de una misma mesa podrán 
escrutar más de un cargo o una corporación al mismo tiempo. 
 
 
ARTÍCULO 185. PROCESO DE ESCRUTINIO EN EL EXTERIOR. Finalizados los 
días de la jornada electoral, los jurados de votación consignarán diariamente en el 
formato E11, o el formato que aplique, correspondiente el número de electores 
que emitieron su sufragio ese día, en los términos previstos en este Código. 
Después del último día de votación se realizará el escrutinio de los votos, 
realizarán diariamente el escrutinio de mesa después de las 5 de la tarde, de acuerdo 
con el proceso de escrutinio de mesa previsto en este código 
 
 
ARTÍCULO 206. Revisión de escrutinios por el Consejo Nacional Electoral. Para 
garantizar la verdad de los resultados electorales el Consejo Nacional Electoral 



 
 

36 
 

procederá a la revisión de los escrutinios y de todos y cada uno de los documentos 
electorales resultantes en cualquiera de las etapas del proceso administrativo 
electoral, siempre y cuando, no se haya declarado la elección o declarado los 
resultados de un mecanismo de participación ciudadana. 
 
Esta facultad la asumirá cuando evidencie el incumplimiento de las obligaciones 
asignadas a las comisiones escrutadoras en el presente código, o cuando a su juicio 
existan elementos o hechos que puedan alterar la voluntad del elector; como también 
en aquellos procesos de participación ciudadana, y únicamente en los escrutinios de 
su competencia y cuando resuelva los recursos de apelación y de queja debidamente 
interpuestos. 
 
La revisión procederá de oficio o a solicitud de los candidatos o de sus apoderados, 
los testigos electorales que ellos designen en dicha instancia, los representantes 
legales de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica o sus 
apoderados, el comité inscriptor de los grupos significativos de ciudadanos y comité 
promotor del voto en blanco o la Procuraduría General de la Nación. 
 
Tratándose de los mecanismos de participación ciudadana, las solicitudes podrán ser 
presentadas por los respectivos promotores. 
 
Una vez resueltos los trámites de revisión oficiosa o por solicitud de parte, será 
declarada la elección por el Consejo Nacional Electoral y contra sus decisiones no 
procederá recurso alguno. 
 
En la revisión prevista del presente artículo, se deberá garantizar la presencia 
de testigos electorales acreditados y/o los candidatos, así como la del Ministerio 
Público.  
 
 
Parágrafo. El Consejo Nacional Electoral podrá reglamentar aspectos no 
contemplados en el presente artículo. 
 
 

 
CAPÍTULO 7 

 
Procedimiento para agotar el requisito de procedibilidad 

Procedimiento para atender solicitudes de saneamiento de vicios de nulidad 
 
ARTÍCULO 220. Competencia. El Consejo Nacional Electoral y las comisiones 
escrutadoras del Distrito Capital, distrital del primer nivel de Bogotá D.C., 
departamentales, municipales y zonales son competentes para atender las solicitudes 
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de saneamiento de vicios de nulidad, con el fin de agotar el requisito de procedibilidad 
para ejercer el medio de control de nulidad electoral. 
  
ARTÍCULO 223. Rechazo de la solicitud. Si el escrito con el cual se formula la 
solicitud no se presenta con los requisitos previstos en el artículo anterior, la comisión 
escrutadora o el funcionario competente deberán rechazarla, y no dar por agotado el 
requisito de procedibilidad.  
 
ARTÍCULO 224. De la procedibilidad, oportunidad y notificación. La decisión 
adoptada por la respectiva comisión escrutadora, se notificará en la misma audiencia 
pública de escrutinios, antes de la declaratoria de elección y con la misma se 
entenderá agotado el requisito de procedibilidad de que trata el parágrafo del artículo 
237 de la Constitución Política. 
 
Cuando la verificación de los hechos en que se basa esta solicitud requiera de pruebas 
técnicas que no estén disponibles de manera inmediata para los escrutadores, estos 
se abstendrán de tramitarla, y así lo declararán, agotándose de esta manera el 
requisito de procedibilidad. 
  
En caso de que el ciudadano, candidato o apoderado no le fuera posible agotar el 
requisito de procedibilidad, el juez de lo contencioso administrativo podrá dar trámite 
al medio de control de nulidad electoral, en aplicación del principio de verdad electoral.  
 
ARTÍCULO 227. Encargo ante faltas de gobernadores y alcaldes. Siempre que se 
presente falta absoluta a menos de dieciocho (18) meses de la terminación del 
período, el presidente de la República, para el caso de los gobernadores y alcaldes 
distritales; y los gobernadores, para el caso de los alcaldes municipales del respectivo 
departamento; dentro de los dos (2) días siguientes a la ocurrencia de la causal, 
solicitarán al representante legal del partido o movimiento político, comité inscriptor 
del grupo significativo de ciudadanos o la organización señalada en el acuerdo de 
coalición, una terna integrada por ciudadanos pertenecientes a la respectiva 
organización política para designar al encargado. Si dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes al día en que fue recibida la solicitud, no presentaren la terna, se 
encargará a un ciudadano respetando su procedencia política. 
 
Las faltas temporales de gobernadores y alcaldes, distintas a la suspensión en el 
cargo, serán provistas por el mismo mandatario mediante encargo a alguno de sus 
secretarios y si no pudiere hacerlo, asumirá el secretario de Gobierno departamental 
o municipal, o el secretario único municipal. Cuando la falta temporal se genere por 
suspensión en el cargo o suspensión provisional de la elección por decisión judicial, 
el presidente de la República respecto de los gobernadores y alcaldes distritales, y los 
gobernadores frente a los alcaldes municipales del departamento, solicitarán dentro 
de los dos días siguientes a la suspensión una terna de ciudadanos a la 
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organización política que inscribió al elegido, conforme al procedimiento previsto para 
las faltas absolutas en este código. 
 
 
ARTÍCULO 254. Formación en democracia y cultura ciudadana. Los 
establecimientos educativos que brinden el nivel de educación media deberán 
incentivar la formación en democracia, participación ciudadana y cultura política, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 de la Constitución Política y el artículo 
31 de la Ley 115 de 1994. 
 
Los establecimientos educativos implementarán estrategias de formación y 
sensibilización en los procesos de elección a través de voto de instancias del Gobierno 
Escolar, mediante ejercicios prácticos de participación democrática, entre otras 
medidas. 
 
Se fomentará la participación política pedagógica de los niños, niñas y adolescentes 
entre los siete (7) y diecisiete (17) años, permitiendo su ejercicio educativo y didáctico, 
con el fin de generar un criterio participativo, democrático y autónomo en los 
certámenes electorales. 
 
El Ministerio de Educación Nacional y la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
dentro del año siguiente a la sanción de la presente Ley, diseñarán y producirán 
herramientas pedagógicas que contribuyan a la formación en procesos de elección a 
través del voto, promoverán la capacitación de educadores en esta temática y podrán 
acompañar a las entidades territoriales certificadas para la difusión de estos temas en 
los establecimientos educativos del país. 
 
En el grado 11 de la educación media vocacional será obligatoria una cátedra de 
democracia 
 
ARTÍCULO 255. Definición de violencia contra las mujeres en la vida política. Se 
entiende por violencia contra las mujeres en política, cualquier acción, conducta u 
omisión, realizada de forma directa o a través de terceros que, basada en su género, 
causen daño o sufrimiento a una o varias mujeres, sin distinción de su afinidad política 
o ideológica. Así mismo, que tengan por objeto o resultado menoscabar, desestimular, 
dificultar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos políticos, en el 
marco del proceso electoral y el ejercicio del cargo. 
 
La violencia contra las mujeres en la vida política comprende, entre otras, violencia 
física, sexual, psicológica, económica y simbólica. 
 
Se configuran como violencia política contra las mujeres, aquellas acciones, 
conductas u omisiones en contra de las mujeres que, basadas en su género: 
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a. Causen, o puedan causar, la muerte violenta de mujeres en razón de su 
participación o actividad política; 
 
b. Agredan físicamente a una o varias mujeres con el objetivo de restringir o anular 
sus derechos políticos; 
 
c. Violenten sexualmente a una o varias mujeres, con el objetivo de restringir o anular 
sus derechos políticos; 
 
d. Realicen actos de acoso sexual, que influyan en las aspiraciones políticas de las 
mujeres y/o en las condiciones o el ambiente donde las mujeres desarrollan su 
actividad política y pública; 
 
e. Amenacen o intimiden en cualquier forma a una o varias mujeres y/o a sus familias, 
y que tengan por objetivo anular o restringir sus derechos políticos, incluyendo su 
renuncia a cargos o funciones que ejercen; 
 
f. Difamen, calumnien, injurien o realicen cualquier expresión que denigre a las 
mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, 
con el objetivo de afectar negativamente su imagen pública y/o limitar o anular sus 
derechos políticos;g. Discriminen a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos, 
por encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, licencia por maternidad o 
de cualquier otra licencia justificada, de acuerdo a la normativa aplicable; 
h. Divulguen imágenes, mensajes o revelen información de las mujeres en ejercicio 
de sus derechos políticos, por cualquier medio físico o virtual, en la propaganda 
político-electoral o en cualquier otra que, basadas en estereotipos de género 
transmitan y/o reproduzcan estereotipos degénero, con el objetivo de afectar 
negativamente su imagen pública y/o limitar sus derechos políticos; 
 
i. Obstaculicen o impidan el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus 
derechos políticos; 
 
j. Impongan sanciones injustificadas y/o abusivas, impidiendo o restringiendo el 
ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad; 
 
k. Limiten o nieguen arbitrariamente el uso de cualquier recurso y/o atribución 
inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en 
condiciones de igualdad; 
 
l. Obliguen a la mujer a conciliar o a desistir cuando se encuentre en un proceso 
administrativo o judicial en defensa de sus derechos políticos; 
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m. Eviten por cualquier medio que las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos 
asistan a cualquier actividad que implique la toma de decisiones, en igualdad de 
condiciones; 
 
n. Proporcionen a las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos, información 
falsa, errada o imprecisa y/u omitan información a la mujer, que induzca al inadecuado 
ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad; 
 
o. Restrinjan el uso de la palabra de las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos, 
impidiendo el derecho a voz, de acuerdo a la normativa aplicable y en condiciones de 
igualdad;  
 
p. Impongan por estereotipos de género la realización de actividades y tareas ajenas 
a las funciones y atribuciones de su cargo o posición o que tengan como resultado la 
limitación del ejercicio de la función política. 
 
Parágrafo 1. El incumplimiento de las reglas sobre violencia contra las mujeres en 
política será investigado y sancionado por el Consejo Nacional Electoral de 
conformidad con lo previsto en el artículo 10 numeral 7 y el artículo 12 de la Ley 1475 
de 2011 y en el artículo 39 de la Ley 130 de 1994 o normas que los modifiquen, 
adicionen o complementen, sin perjuicio de las investigaciones penales que tengan 
lugar. 
 
Parágrafo 2. El Consejo Nacional Electoral podrá solicitar a las autoridades 
competentes el otorgamiento de las medidas preventivas y de protección a que haya 
lugar en los casos de violencia contra mujeres en política. 
 
Parágrafo 3. Los partidos y movimientos políticos deberán adoptar disposiciones en 
sus estatutos para prevenir, sancionar y eliminar la violencia política contra las 
mujeres. 
 
Parágrafo nuevo. El Consejo Nacional Electoral en coordinación con la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y demás instancias relacionadas con la 
defensa de los derechos político-electorales, crearán y divulgarán el protocolo 
de atención, protección, y reparación para casos de violencia política contra las 
mujeres basada en un enfoque de género. 
 
 
ARTÍCULO 265: Implementación. Cada Proyecto de ley anual de Presupuesto 
General de la Nación que se presente al Congreso de la República contendrá 
apropiaciones para el cumplimiento de esta Ley, las cuales estarán sujetas a las 
disponibilidades fiscales y al Marco de Gasto de Mediano Plazo. 
 
ARTÍCULO 267. El artículo 41 de la Ley 1622 de 2013 quedará así: 
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“ARTÍCULO 41. CONSEJOS MUNICIPALES DE JUVENTUD. En cada uno de los 
municipios del territorio nacional, se conformará un Consejo Municipal de Juventud, 
integrado por jóvenes procedentes de listas de jóvenes independientes, de procesos 
y prácticas organizativas de las y los jóvenes formalmente constituidos, y de 
juventudes de los partidos políticos elegidos mediante voto popular y directo de las y 
los jóvenes. 
 
PARÁGRAFO 1o. En los municipios y localidades donde existan organizaciones 
juveniles de campesinos, pueblos indígenas, afrocolombianos, negros, palenqueros, 
rom, raizales de San Andrés y Providencia o en general de comunidades étnicas, y 
población joven víctima, cada entidad territorial deberá elegir un representante de 
estas comunidades o poblaciones. En este evento, habrá un miembro más en el 
Consejo de Juventud por cada una de tales comunidades o poblaciones. 
 
PARÁGRAFO 2. Los Consejos Municipales de Juventud se reunirán como mínimo 
una (1) vez al mes de manera ordinaria y de manera extraordinaria de acuerdo a los 
reglamentos internos que se construyan. 
 
PARÁGRAFO 3. El número total de integrantes del Consejo Municipal o Local de 
Juventud deberá ser siempre impar, incluida la representación étnica o poblacional 
especial que se regula en este artículo.  
 
En el evento que de la composición ampliada resultare número par, se aumentará en 
una (1) las curules a proveer por votación popular y directa de los jóvenes en aquellos 
municipios que tengan entre 20.000 y 100.000 habitantes y se disminuirá en una (1) 
en los municipios de más de 100.001 habitantes. 
 
PARÁGRAFO 4. El o la joven que represente a las jóvenes víctimas debe cumplir con 
el requisito de edad establecido en la presente ley, así como estar acreditado como 
víctima de conformidad con lo establecido en la Ley 1448 de 2011. Este representante 
será elegido únicamente por jóvenes víctimas. En todo caso, el proceso de su elección 
será autónomo. 
 
PARAGRAFO 5. Habrá lugar a la elección del representante del sector campesino en 
los municipios en los que haya presencia de procesos y practicas organizativas 
juveniles de campesinos formalmente constituidos. Entiéndase por organización de 
jóvenes campesinos aquella que, además de contar con personería jurídica y registro 
ante autoridad competente, tiene por objeto el trabajo con población campesina en 
cualquiera de sus dimensiones”. 
 
 
ARTÍCULO 272. Financiación participativa de las campañas políticas. Las 
campañas políticas, podrán ser financiadas por personas naturales residentes en el 
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país mediante a través de plataformas de recolección de contribuciones, donaciones. 
y créditos, en las cuales se deberán consagrar las condiciones del aporte. La 
financiación participativa se sujetará a las siguientes reglas: 
 
1. Se garantizará la identificación del aportante y el registro de una certificación 

electrónica del aporte, con el fin de ser incluido en la información financiera de la 
respectiva campaña. 
 

2. Los aportantes deberán declarar bajo la gravedad de juramento que no están 
inmersos en las prohibiciones legales o constitucionales para la financiación de 
campañas políticas. En caso de que el aportante se encuentre inmerso en una 
prohibición legal o constitucional y este no lo haya manifestado, se eximirá de 
responsabilidad al candidato. 

 
3. Los aportes realizados mediante plataformas de financiación participativa de 

campañas, individualmente considerados no podrán superar el 10% del valor Total 
de gastos que se pueden realizar en la respectiva campaña. Los aportes 
individualmente considerados no podrán exceder el 0,1% del tope de gastos de la 
respectiva campaña, ni exceder el valor correspondiente a 30 unidades de valor 
tributarios (UVT). 

 
4. La plataforma debe estar autorizada por la Superintendencia Financiera de 

Colombia, de acuerdo con la normatividad vigente. 
 
 
 
De los H. Representantes,  
 
 

 
 
       
ALEJANDRO VEGA PÉREZ  JULIO CÉSAR TRIANA QUINTERO 
Representante a la Cámara  Representante a la Cámara 
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JENNIFER KRISTIN ARIAS  ÓSCAR SÁNCHEZ LEÓN 
Representante a la Cámara  Representante a la Cámara 
 
 
 
 

    
 
 
JORGE ENRIQUE BURGOS  BUENAVENTURA LEÓN LEÓN 
Representante a la Cámara  Representante a la Cámara 
 
 
 

  
FRANKLIN LOZANO DE LA OSSA JUANITA MARÍA GOEBERTUS 
Representante a la Cámara  Representante a la Cámara 
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